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[V]ale destacar que, según los planteamientos jurisprudenciales (…) no viene a ser necesario para imputar la responsabilidad al Estado que los demandantes prueben que la víctima de los hechos violentos hubiese elevado petición de protección especial, sino que resulta suficiente acreditar que las autoridades públicas correspondientes conocían de la situación de peligro en que se encontraba la persona, supuesto que por sí solo reviste la suficiente entidad para dar por acreditado el incumplimiento de un deber constitucional y legal a cargo de aquellas autoridades.(…) [D]el contenido del acervo probatorio obrante en el proceso se puede inferir claramente que aunque el señor (…) no hubiera solicitado en forma directa protección para su vida, la situación de peligro en la que se encontraba era suficientemente conocida por la Policía Nacional para imponerle la obligación de brindársela, tanto así que implementó algunos medidas de seguridad que lo cobijaban, por la sola circunstancia de ser concejal de San Vicente del Caguán, medidas que a la postre no fueron eficientes, pues, tal como se dejó consignado, a pesar de que contaba con un servicio de escolta y revistas periódicas a su lugar de residencia, pudo un solo hombre acceder a su vivienda y causarle la muerte. En ese contexto, es claro que la administración pública fallo en su deber de protección y cuidado, deber que se generó una vez conoció la situación de peligro en que se encontraba el concejal (…) como resultado de las múltiples intimidaciones que se presentaban en su contra, que constaban en los varios panfletos que circulaban en la región. Realizar rondas de vigilancia en la dirección donde se localizaba el domicilio del concejal y asignarle un escolta, que al parecer para el momento de los hechos no se encontraba con la víctima, no puede entenderse, desde el punto de vista lógico o formal, como el cumplimiento cabal e íntegro de la obligación de protección, en tanto que la misma supone una conducta dinámica de la autoridad, concretamente de la fuerza pública, en relación con la verificación de la existencia de las amenazas, su periodicidad, su seriedad, para así establecer el esquema de seguridad que se ameritaba y, en todo caso desplegar una conducta íntegra en todo el sentido y significado tendiente a salvaguardar los derechos amenazados, en este caso la vida. La relatividad de la falla, en estos eventos, se relaciona con la imposibilidad de exigir de manera absoluta a la organización estatal, prevenir cualquier tipo de daño o resultado antijurídico, como quiera que el Estado no se encuentra en capacidad de brindar una protección personalizada a cada individuo que integra el conglomerado social. No obstante, lo anterior, el deber de protección de la vida, honra y bienes que se radica en cabeza del Estado, se torna más exigente en tratándose de personas frente a las cuales es posible o probable que se concrete o materialice un riesgo de naturaleza prohibida. En estos términos el Estado, como estructura en cabeza de la cual se radica el poder político y público y, por consiguiente, el monopolio de la fuerza armada, no sólo está obligado a precaver el delito sino también a responder patrimonialmente por los daños antijurídicos que, pudiéndose evitar, se concreten por omisión en el cumplimiento del deber legal contenido los artículos 2 y 218 de la Carta Política. Resulta claro por lo tanto que no se está frente a una obligación de medio, como lo alega la entidad demandada y como quiera que el deber del Estado se traducía en su poder, y en la necesidad de proteger los derechos del ciudadano, en este caso, la vida, aún sin que hubiera mediado solicitud por parte del señor (…), toda vez que de habérsele prestado, o al menos de haberse desplegado las medidas tendientes a una efectiva y cabal protección del derecho a la vida, se hubiera cumplido el fin plausible del ordenamiento. Esa es la razón que justifica la existencia de las autoridades, el proteger los bienes jurídicos de los asociados en los términos que los consagra el ordenamiento jurídico en su integridad. Se sigue de lo que viene de verse, que no prospera el hecho de tercero como causal eximente de responsabilidad formulado por la entidad demandada y que tuvo como fundamento que un miembro de la guerrilla fue quien produjo la muerte del señor (…) como quiera que fue la omisión de los deberes de protección y cuidado en cabeza de la entidad demandada, lo que determinó que éste resultara muerto, máxime, si existe prueba que era de conocimiento público que el funcionario se encontraba amenazado de muerte y que la entidad demandada había implementado algunas medidas de seguridad tendientes a salvaguardar su vida, las que fueron insuficientes. Así las cosas, al no cumplir la parte demandada con la carga de probar la existencia de la causal de exoneración de responsabilidad alegadas en el recurso y establecerse la existencia de una falla del servicio por la entidad demandada, lo procedente es confirma la sentencia impugnada.
FUENTE FORMAL: CONSTITUCIÓN POLÍTICA – ARTÍCULO 2 / CONSTITUCIÓN POLÍTICA – ARTÍCULO 228
NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar, Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, sentencia de 20 de abril de 1998, exp. S-661, C.P, Daniel Suárez Hernández y Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 19 de junio de 1997, exp. 11875, C.P, Daniel Suárez Hernández 
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN A

Consejero ponente: HERNÁN ANDRADE RINCÓN
Bogotá D. C., trece (13) de abril de dos mil dieciséis (2016)

Radicación número: 18001-23-31-000-2006-00465-01(35571)A
Actor: AURA MARÍA DELGADO CHARRY Y OTROS
Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - EJERCITO NACIONAL Y OTRO
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (APELACIÓN DE SENTENCIA)
Temas: Responsabilidad de la administración por muerte de servidor público / Falla en el deber de protección y cuidado / Relatividad de la falla / hecho del tercero.
Corresponde a la Sala resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Caquetá el 24 de abril de 2008, mediante la cual se decidió:
“PRIMERO: DECLARAR NO PROBADAS las excepciones propuestas por la Nación (Ministerio del Interior y de Justicia, Ministerio de Defensa – Ejército Nacional – Policía Nacional y DAS).

SEGUNDO: DECLARAR PROBADA la excepción de falta de legitimación en causa pasiva propuesta por el Departamento del Caquetá y en forma oficiosa, la falta de legitimación en causa por pasiva del Municipio de San Vicente del Caguán.

TERCERO: DECLARAR la responsabilidad administrativa de la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL, en la muerte del señor JORGE ENRIQUE CORDOBA PERALTA, ocurrida el 26 de marzo de 2005, en las circunstancias de tiempo, modo y lugar indicadas en la parte considerativa de esta providencia.
CUARTO: CONDENAR a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL, a cancelar los perjuicios morales ocasionados a los actores, en las siguientes cantidades:

a). El equivalente en pesos de 100 s.m.l.m. a favor de la señora AURA MARIA DELGADO CHARRY (cónyuge sobreviviente), a cada uno de los hijos: ALEX ENRIQUE, LINDA LIZEHT y MARIO ALBERTO CORDOBA DELGADO y de cada uno de los padres del occiso, señores MARIA DE JESUS PERALTA Y JORGE CORDOBA VARGAS.

b). El equivalente en pesos de 50 s.m.l.m. a favor de cada uno de los hermanos del occiso, señores: ZUNILDA, MARTHA LUCIA y SANDRA BIBIANA CORDOBA PERALTA, así como a EMIR CORDOBA DE VALLEJO. 

QUINTO: CONDENAR a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL, a cancelar por concepto de perjuicios materiales – lucro cesante causado, las siguientes sumas de dinero:

a). Para la señora AURA MARIA DELGADO CHARRY, cónyuge sobreviviente, la suma de VEINTIDOS MILLONES CIENTO SESENTA Y TRES MIL CUATROCIENTOS TREINTA Y CUATRO PESOS ($22´163.434).

b). A favor de cada uno de los menores ALEX ENRIQUE y LINDA LIZEHT CORDOBA DELGADO, la suma de ONCE MILLONES OCHENTA Y UN MIL SETECIENTOS DIECISIETE PESOS ($11´081.717).

SEXTO: CONDENAR a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL,  a cancelar por concepto de perjuicios materiales – lucro cesante futuro, las siguientes sumas de dinero: 

a). A favor de AURA MARIA DELGADO CHARRY, la suma de NOVENTA Y SEIS MILLONES OCHOCIENTOS CUATRO MIL OCHOCIENTOS CINCUENTA Y OCHO PESOS ($96´804.858).

b). A favor de ALEX ENRIQUE CORDOBA DELGADO, la suma de CUATRO MILLONES CUATROCIENTOS SESENTA Y UN MIL NOVECIENTOS TREINTA Y CINCO PESOS ($4´461.935). 

c) A favor de LINDA LIZEHT CORDOBA DELGADO, la suma de DIECISEIS MILLONES SETECIENTOS DIEZ MIL CIENTO NOVENTA Y SIETE PESOS ($16´710.197).

SEPTIMO: DENEGAR las demás pretensiones de la demanda.
OCTAVO: ORDENAR que se devuelva a la parte actora el remanente del depósito para gastos ordinarios del proceso, si lo hubiere”
.

I.- ANTECEDENTES:
1.- La demanda

Fue presentada, el 27 de julio de 2006, por los señores María de Jesús Peralta, Jorge Córdoba Vargas, Zunilda Córdoba Peralta, Martha Lucía Córdoba Peralta, Emir Córdoba Vallejo, Aura María Delgado Charry, quien actúa en nombre propio y en representación de sus hijos menores de edad Alex Enrique y Linda Lizeth Córdoba Delgado, Mario Alberto Córdoba Delgado y Sandra Bibiana Córdoba Peralta.

Las personas antes mencionadas, actuando en ejercicio de la acción de reparación directa enderezada en contra del municipio de San Vicente del Caguán, la Nación – Departamento Administrativo de Seguridad D.A.S., Ministerio de Defensa – Policía Nacional, Ejército Nacional, Ministerio del Interior y de Justicia y Departamento del Caquetá, solicitaron que, previos los trámites de ley y con citación y audiencia de la parte demandada, se les declare administrativamente responsables por todos los daños que les fueron causados con la muerte del señor Jorge Enrique Córdoba Peralta en hechos sucedidos el 26 de marzo de 2005.
Como pretensiones de condena solicitaron, por concepto de perjuicios morales:

.- 1000 salarios mínimos legales mensuales a favor de cada uno de los padres, esposa e hijos del señor Jorge Enrique Córdoba Peralta.

.- 500 salarios mínimos legales mensuales a favor de cada uno de los hermanos del señor Jorge Enrique Córdoba Peralta.

Por concepto de lo que denominaron “perjuicios de vida de relación”, solicitaron el equivalente en pesos a:

.- 2000 salarios mínimos legales mensuales para cada uno de los padres, esposa e hijos del señor Córdoba Peralta.

.- 1000 salarios mínimos legales mensuales para cada uno de los hermanos de la víctima.

Por concepto de indemnización de perjuicios materiales pidieron la suma que se lograra demostrar durante el trámite del proceso.
Como fundamentos fácticos de las pretensiones expusieron los que la Sala se permite transcribir (se transcribe tal y como se encuentra el documento original):

“El señor CORDOBA PERALTA se suscribió por una curul en el Concejo de San Vicente del Caguán para las elecciones del 26 de octubre de 2003, por el movimiento político de Integración Regional para el periodo comprendido entre el 2004 y el 2007, resultando elegido para la dignidad a la cual se postuló en dicha contienda electoral.

CORDOBA PERALTA (q.e.p.d.) se desempeñó como Concejal del municipio de San Vicente del Caguán – Caquetá, ente territorial afectado por grandes problemas de orden público, lo que es un hecho notorio, debido a la falta de legitimidad y gobernabilidad, pues es muy precaria la presencia de la autoridad militar que ejerza control efectivo y eficiente dentro de la zona rural y urbana, a pesar de antecedentes negativos de atentados de la insurgencia contra agentes y servidores del Estado que han muerto en dicha localidad.

Una vez se instalaron las sesiones de la Corporación Edilicia de San Vicente del Caguán, los dignatarios solicitaron a los diferentes organismos de seguridad del Estado, al señor Ministro del Interior y de la Justicia y a la primera autoridad tanto departamental como municipal, se brindaran garantías de seguridad para poder desarrollar su labor democrática en pro de los intereses de sus conciudadanos, pues se escuchaban fuertes comentarios o amenazas sobre posibles ataques personales contra los integrantes y sus familiares que componían el Concejo Municipal.

Como si todo fuera una crónica de un ataque o retaliación anunciada contra dichos dignatarios y contra demás miembros de la Administración Municipal y familiares, para el año 2004 en circunstancias similares a la que más adelante describiré, murió por un ataque terrorista el concejal JOSE ANTONIO CARRILLO, el Secretario General de la Administración Municipal y su esposa, quienes habían sido declarados ´objetivo militar´ y, previamente a dichos acontecimientos nefastos, crueles y barbáricos en que perecieron, comunicaron a los organismos de seguridad sobre el riesgo que corrían sus vidas y la necesidad de que se les prestara seguridad, pero nunca se hizo nada efectivo.

El 18 de febrero de 2005 el grupo subversivo autodenominado FUERZAS ARMADAS REVOLUCIONARIAS DE COLOMBIA – EJERCITO DEL PUEBLO ´FARC-EP´, envió panfletos en los que le indicaban a cinco funcionarios de la Administración Municipal y a los concejales que debían abandonar el pueblo por su seguridad y la de sus familias. Los anteriores panfletos habrían sido entregados por guerrilleros al presbítero de San Vicente del Caguán, quién se los dio a MATILDE ARBELAEZ, presidenta de esa localidad, información que fue denunciada frente a las autoridades competentes y dada a conocer por los diferentes medios de comunicación.

La ´sentencia´ de las FARC-EP de atentar contra los concejales de San Vicente del Caguán volvió a cumplirse, pues el 26 de marzo de 2005, siendo aproximadamente las diez y cuarenta de la mañana (10:40 A.M.), y en momentos en que se encontraba en su casa de habitación el señor JORGE ENRIQUE CORDOBA PERALTA (q.e.p.d.), y atendiendo la inexistencia de seguridad y custodia por parte de la fuerza pública a favor de dicho dignatario, un sujeto se acercó a la ventana y desenfundó su arma y le propinó al Concejal un impacto en la región frontal, ocasionándole su muerte de manera instantánea.

La Fiscalía General de la Nación, por intermedio del Fiscal Dieciséis Local de San Vicente del Caguán, efectuó el acta de levantamiento del cadáver del señor JORGE ENRIQUE CORDOBA PERALTA (q.e.p.d.), indicando en el ítem referente al lugar de los hechos que ´un sujeto se acercó y le disparó a través de la ventana de la sala que da a la calle de la residencia de la víctima´, situación que afirma de Perogrullo que el occiso carecía de protección o vigilancia, pues no existe ningún agente de la fuerza pública protegiéndolo y no contaba con ningún instrumento de protección (chaleco antibalas) o de defensa para repeler dicho ataque (arma de fuego)”
. 

La demanda así formulada fue presentada el 27 de julio de 2006
 y, una vez fue admitida
, se notificó la providencia al Ministerio Público
 y a las entidades demandadas
.
La Gobernación del Caquetá se opuso a todas y cada una de las pretensiones, declaraciones y condenas de la demanda, para lo cual presentó como excepciones la de falta de legitimación en la causa por pasiva del departamento por no ser la entidad llamada a garantizar la seguridad de los miembros de las corporaciones públicas, pues a la luz de la legislación colombiana para eso se encuentran instituidos legalmente los cuerpos armados del Estado tales como el Ejército Nacional, la Policía Nacional y la Fuerza Aérea de Colombia, los que por atribución legal y constitucional tienen el deber de salvaguardar la vida, honra y bienes de los asociados.

También propuso la excepción que denominó hecho eximente de un tercero porque la función pública de seguridad es competencia de las fuerzas militares y de policía y no de la entidad territorial
.
La Policía Nacional se opuso a las pretensiones de la demanda y solicitó fuera proferida sentencia absolutoria a su favor. Afirmó en su defensa que tanto las autoridades de policía como el Ejército tomaron todas las medidas de seguridad necesarias y posibles dentro de las limitaciones institucionales para proteger no solo la vida de los concejales sino de los demás funcionarios que allí laboraban.
Agregó que se establecieron zonas de seguridad, que “se restringió la circulación vehicular, se levantaron trincheras defensivas, se les asignaron escoltas” para, sobre la base de esos argumentos concluir que “si eso no es cumplir con el deber y velar por la integridad de los funcionarios, no se conoce entonces qué más se podía hacer”.

Advirtió que se configuró una causal eximente de responsabilidad como lo es el hecho del tercero pues el delito lo cometió un grupo al margen de la ley, y agregó que tanto la víctima como sus familiares conocían los riesgos propios del cargo de concejal
.

El Departamento Administrativo de Seguridad – D.A.S. también se opuso a las pretensiones de la demanda. En relación con los hechos afirmó que no le constaban, pues no ha hecho presencia en el municipio de San Vicente del Caguán, ni hace parte de las fuerzas armadas.

Adujo que de la demanda no se desprende acción u omisión imputable al DAS, pues fueron terceros quienes produjeron la muerte del señor, sin que se pueda culpar al Estado por los hechos ilícitos que cometen la subversión o los paramilitares, máxime cuando las autoridades han adoptado y ejecutado las medidas que constitucional y legalmente les corresponden según sus posibilidades.
Formuló como excepciones la que denominó “ausencia de elementos necesarios para reclamar la responsabilidad el Departamento Administrativo de Seguridad”, de falta de legitimación en la causa por pasiva, porque los hechos de la demanda son totalmente ajenos a ella y, finalmente, el hecho de un tercero porque quienes cometieron el asesinato por el que ahora se demanda pertenecían a grupos insurgentes al margen de la ley
.
El Ejército Nacional expuso como razones de defensa que no siempre que una persona resulte muerta o herida el Estado debe responder tal como lo ordena el artículo 2º Constitución Política, pues es una obligación de medio y no de resultado, que debe ser cumplida de conformidad con los medios que tengan a su alcance cada una de las entidades.

Agregó que el Ejército no tiene la obligación de dar seguridad individualizada a los particulares, amén de no existir prueba del conocimiento que hubieran tenido las fuerzas militares sobre las amenazas que pesaban sobre el concejal Jorge Enrique Córdoba Peralta. Echó de menos la prueba de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se desarrollaron los hechos en los que perdió la vida el señor Córdoba y adujo que mucho menos se encuentra probado que los autores hubieran sido las FARC.
Alegó como eximentes de responsabilidad el hecho del tercero, porque quienes causaron la muerte fueron personas ajenas a la institución y la culpa exclusiva de la víctima porque, a pesar de las amenazas recibidas, la víctima continuó con sus labores
.
El Ministerio del Interior y de Justicia se opuso a la prosperidad de las pretensiones para lo cual adujo que le aportó al señor Córdoba un teléfono celular, chaleco antibalas y ayuda económica para subvencionar su reubicación en dos oportunidades, además de la correspondiente solicitud de colaboración a las autoridades para la realización del estudio de nivel de riesgo y la adopción de esquema de seguridad por parte de la Policía Nacional, por lo que aseguró agotó sus competencias que le son atribuibles en el ámbito del programa de protección, agregó, que no obstante todo ello el concejal optó por regresar al municipio de San Vicente del Caguán. Añadió que a la víctima se le negó una tercera ayuda económica, en razón a que la solicitó para regresar al municipio de San Vicente del Caguán y la misma se encontraba instituida como una medida de seguridad para salir de la zona de riesgo y no para retornar a ella.

Precisó que las medidas del programa de protección se consideran subsidiarias, conforme al numeral 6º del artículo 2º de la Resolución Ministerial 857 de 23 de julio de 2002, que dispone que es responsabilidad directa de las Gobernaciones y Alcaldías coordinar la protección de los “ediles” con la Policía Nacional, por lo que, de acuerdo con la directiva, puso en conocimiento de la Policía Nacional la situación del señor Córdoba.

Con fundamento en todo lo anterior propuso como excepciones: i) la que denominó “inexistencia del derecho” por cuanto el Estado no puede entrar a responder por hechos originados en conductas de terceros ajenos a la actividad propia de la administración, ii) falta de legitimación en la causa por pasiva, iii) hecho de un tercero y, iv) culpa exclusiva de la víctima.

Posteriormente el proceso se abrió a pruebas
 y, mediante providencia del 19 de septiembre de 2007, se dio traslado a las partes para alegar de conclusión y al Ministerio Público para que presentara concepto de fondo
, término en el que el D.A.S.
 reiteró lo dicho en la contestación de la demanda. Las demás partes guardaron silencio. 

El Ministerio Público solicitó condenar a la entidad demandada, porque, según su criterio, se encuentra probado el peligro o amenaza que existía contra los concejales del municipio de San Vicente del Caguán, así como la solicitud reiterada de protección que elevaron las autoridades del municipio para proteger sus vidas, aspecto que omitieron las entidades demandadas, lo que ocasionó la muerte del señor Jorge Enrique Córdoba Peralta
.
II. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Tribunal Administrativo del Caquetá profirió sentencia el 24 de abril de 2008
, mediante la cual declaró responsable a la Policía Nacional de la muerte del señor Jorge Enrique Córdoba Peralta, en hechos sucedidos el 26 de marzo de 2005 y sustentó su decisión en los siguientes términos (se transcribe tal como aparece en el documento original):

“En relación con la obligación de brindar seguridad a los concejales, aparece que el esquema de protección, tal como lo señala el Comandante de la 12ª Brigada en el consejo de seguridad, estaba a cargo de la Policía Nacional y ella, mediante oficio No. 8841 de octubre 15/04 lo informó al secretario de gobierno departamental, indicando que para el caso de San Vicente del Caguán se asignó un servicio de escolta para cada uno de los concejales con 06 unidades policiales y 05 unidades del Ejército, aunque los concejales Eduardo Manjarrez, Eduardo Cedeño, Jairo Quiñónez y Rubiela Aros renunciaron al mismo.

Fuera de eso, se ordenó a las Estaciones de Policía de los diferentes municipios que hicieran reuniones con los gabinetes municipales y sus concejales para impartirles medidas de auto protección e informaran las líneas telefónicas de la policía Nacional y coordinar las medidas de seguridad que fueran necesarias. También, se hizo la conformación de las patrullas motorizadas para realizar revisita a las residencias de los concejales y se asignó a los concejales de San Vicente del Caguán un radio de comunicaciones para tener línea directa con la Institución, todo lo cual se corrobora con el oficio No. 0613 COMAN-SIPOL-DISCIPLINA-DECAQ de marzo 04/07 que remitiera el Comandante del Departamento de Policía Caquetá en cuyo literal B señala que se remitió al Comandante de la Estación de Policía en San Vicente una serie de recomendaciones encaminadas a salvaguardar la integridad de los funcionarios de ese municipio y en el literal C, que como medidas preventivas para evitar ataques de la subversión, se adoptó: vigilancia permanente, el control de puntos críticos, el registro de personas y establecimientos públicos y operaciones articuladas con las demás agencias de seguridad del Estado mediante intercambio de información, lo mismos que la asignación de un escolta armado de un revolver con 12 cartuchos.

Lo anterior permite desvirtuar lo señalado por la Policía Nacional en la contestación de la demanda sobre la implementación de una zona de seguridad, la restricción de la circulación vehicular, el levantamiento de trincheras defensivas y que las mismas fueron insuficientes porque el grupo armado agresor contó con el factor sorpresa, era más numeroso y tenía mejor armamento que las Fuerzas Armadas, pues según se señala en la demanda la agresión provino de una sola persona con arma corta y las documentales remitidas por el Comandante del Departamento, señalan que las medidas de seguridad adoptadas fueron otras.

Con relación a la seguridad personalizada con escolta que se diera al concejal CORDOBA PERALTA, la Policía Nacional no indicó durante cuánto tiempo, ni en qué horario le era prestada a cada uno de los concejales de San Vicente y particularmente al señor JORGE ENRIQUE CORDOBA PERALTA, ya que el informe de su prestación data de octubre de 2004 y su asesinato se produjo en marzo 06/05, o sea 05 meses después, pero dado que el concejal fue asesinado a las 10:30 de la mañana como se aprecia en el registro civil de defunción y tal hecho se produjo al interior de su vivienda conforme lo señala el informe de prensa y el relato de los hechos que se contiene en el acta de necropsia, en sentir del Tribunal para ese momento el escolta no se encontraba o cuando menos, como señala el Ministerio Público, ´a pesar de decirse en algunos documentos que se le había prestado servicio de escolta, el día de su muerte no aparece información alguna sobre la protección ofrecida…´de ahí que se sea fácil colegir que ante la falta del servicio o la ausencia de quien debía prestarlo, se consumó la amenaza que pesaba sobre el concejal y se causó su muerte, de manera que la protección brindada fue de mala calidad, deficiente y por ende se consuma la falla del servicio como régimen de imputación.

Tampoco resultaban suficientes las medidas de protección que le brindó el Ministerio del Interior y de Justicia con base en lo dispuesto en los decretos 1386/02, 857/02 y 2742/02, consistente en ayuda económica mientras permaneció en la ciudad de Neiva, la entrega del chaleco antibalas y del celular, ya que el ejercicio de las funciones del occiso como concejal demandaban su presencia en el municipio de San Vicente del Caguán y además el ofrecimiento de medidas de seguridad por parte de la Policía nacional que se mencionaron, en sentir de la Sala lo llevaron a dejar su desarraigo y regresar a su terruño pero sin recibir la protección y seguridad que la grave situación de amenaza exigía y por eso se produjo su deceso a manos de la guerrilla de las FARC.

Los órganos de imputación han señalado en las razones de defensa que la obligación de protección es de medio y no de resultado, ya que deben tenerse en cuenta los medios de que dispone el Estado para garantizar la vida de sus gobernados y por eso la falla del servicio es relativa, pero tal posición no la comparte el Tribunal porque ante la situación crítica de seguridad que tenía el fallecido CORDOBA PERALTA y la alteración del orden público que se vivía en el municipio de San Vicente del Caguán, no se observa que la Policía nacional haya adoptado las medidas necesarias de seguridad para dicho concejal, sin que para ello se le exijan obligaciones de imposible cumplimiento, pues de haberse encontrado el escolta asignado para su protección en el lugar de su residencia, probablemente no se habría producido el atentado, si se hubiere adoptado un esquema de seguridad con zona de seguridad, restricción vehicular y control peatonal para dar protección a los concejales, otra podría haber sido la situación, ya que la seguridad se redujo a darles información de auto protección, escolta durante algún tiempo no determinado y hacer revistas motorizadas en las residencias de los concejales y funcionarios; medida que en forma alguna constituye una adecuada protección tal como lo señala el Consejo de Estado. 

Así pues, el daño antijurídico es imputable al ente demandado bajo el régimen de falla probada del servicio, existiendo relación causal entre ellos por cuanto la omisión de la Policía Nacional en dar la adecuada, necesaria y oportuna seguridad al concejal JORGE ENRIQUE CORDOBA PERALTA, permitieron que fuera asesinado por miembros de la FARC, toda vez que las revistas a su residencia no eran el medio idóneo para darle protección y el escolta que tenía asignado no se encontraba prestando el servicio o no actuó en la forma como le correspondía para evitar que su protegido fuera asesinado en el interior de su vivienda, de ahí que la eximente del hecho de un tercero que fuera invocado, no tenga acogida en la Sala, pues si bien fue un tercero quien cometió el ilícito, lo fue por la omisión de seguridad que la demandada dejó de brindarle en la forma como aquí se ha analizado y las circunstancias lo exigían. 

Tampoco acoge la Corporación la eximente de culpa exclusiva de la víctima, porque en los autos no quedó demostrado que el hoy occiso hubiere regresado a San Vicente del Caguán contrariando los dispositivos de seguridad impartidos por las autoridades nacionales, por el contrario, considera la Sala que ante el ofrecimiento de medida de seguridad por parte de la Fuerza Pública, todos los concejales de San Vicente regresaron a la cabecera de dicho municipio para el cumplimiento cabal de sus funciones y garantizar así la gobernabilidad e institucionalidad que se encontraba amenazada y en peligro por el obrar de los violentos, sin que a la postre las medida y esquema de seguridad se tomaran en debida forma y por eso se produjo el desenlace conocido”.
III.
RECURSO DE APELACION

Inconforme con lo resuelto la Policía Nacional, parte demandada, interpuso recurso de apelación
, que fue concedido por el a quo el 14 de mayo de 2008
 y admitido por esta Corporación mediante providencia de 18 de julio de 2008
.

La Policía Nacional, parte demandada en el proceso, solicitó la revocatoria de la sentencia impugnada para que, en su lugar, se negaran las pretensiones de la demanda.

Como sustento de su impugnación adujo que en el presente asunto se había configurado una eximente de responsabilidad, consistente, en este caso, en el hecho exclusivo de un tercero, por cuanto quien produjo la muerte del señor Córdoba fue un integrante de las FARC, quien no era agente del Estado, lo que, según su criterio, rompía el nexo causal.
Agregó que la Policía Nacional a pesar de que hace esfuerzos para producir resultados, no cuenta con la tecnología para evitar los actos de barbarie, muertes violentas, etc. Que en relación con la situación del concejal Jorge Enrique Córdoba, el Comandante de la Estación de Policía de San Vicente del Caguán le informó las medidas de seguridad y guía de autoprotección que debía seguir con el fin de adoptar las medidas preventivas y neutralizar las acciones de los grupos armados al margen de la ley.

Finalmente adujo que el señor Córdoba a pesar de las amenazas que pesaban contra su vida volvió a su municipio, sin que aparezca prueba de que hubiera solicitado protección
.
En esta instancia se le dio el trámite de rigor al recurso. Durante el término concedido para alegar de conclusión y rendir concepto de fondo
, la entidad demandada reiteró lo alegado durante todo el proceso
. La parte demandante insistió que se encuentra probada la omisión del Estado en la prestación del servicio de protección y vigilancia a su cargo al no haber utilizado todos los medios que tenía a su alcance para prever, repeler o evitar el ataque efectuado en contra del señor Córdoba Peralta, a pesar de tener conocimiento de la inminente ocurrencia del fatal acontecimiento, pues no había duda para ningún habitante de San Vicente del Caguán de que las FARC querían atentar contra la vida de los Concejales del lugar
.
El Ministerio Público solicitó la confirmación de la sentencia impugnada, porque, según su criterio, la Policía Nacional tomó medidas que no fueron suficientes para disuadir y menos evitar el asesinato del concejal, sin que valga para el efecto la excusa de la falta de recursos, elementos y personal, pues la gravedad de la situación hacía imperioso un manejo más eficiente y adecuado
.
IV.- CONSIDERACIONES.
1. Competencia

Corresponde a esta Sala decidir el recurso de apelación dado que la providencia recurrida fue proferida en un proceso con vocación de doble instancia, puesto que la demanda se presentó el 27 de julio de 2006
 y la pretensión mayor se estimó en $816´000.000
, por concepto del perjuicio que denominó “a la vida de relación”, mientras que el monto exigido para el año 2006 para que un proceso, adelantado en ejercicio de la acción de reparación directa, tuviera vocación de segunda instancia era de $204´000.000
.

2. Ejercicio oportuno de la acción

De conformidad con lo previsto en el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo contenido en el Decreto Ley 01 de 1984
, la acción de reparación directa deberá instaurarse dentro de los dos años contados a partir “del día siguiente al acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa.”
En el presente caso la pretensión resarcitoria se origina en los daños sufridos por los demandantes con ocasión de la muerte del señor Jorge Enrique Córdoba Peralta el 26 de marzo de 2005, lo que significa que tenían hasta el día 27 de marzo de 2007 para presentar la demanda y, como ello se hizo el 27 de julio de 2006, resulta evidente que la acción se ejercitó dentro del término previsto por la ley (Art. 136 del CCA).
3. El objeto del recurso de apelación

Previo a abordar el análisis de fondo resulta necesario señalar que el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada está encaminado a que se revoque la sentencia de primera instancia, porque según su criterio se encuentra acreditada en este caso la causal eximente de responsabilidad consistente en el hecho exclusivo de un tercero.

Lo anterior obliga a destacar que el recurso que promueve la parte demandada se encuentra limitado al aspecto indicado, por lo que la Sala, en su condición de juez de la segunda instancia, se circunscribirá al estudio del motivo de inconformidad planteado en el mencionado recurso de apelación.
4.- Los hechos probados en el proceso
En atención al material probatorio obrante en el expediente, recaudado oportunamente y con el lleno de los requisitos legales, se tiene debidamente acreditado lo siguiente:

- Que el señor Jorge Enrique Córdoba Peralta fue elegido como concejal del municipio de San Vicente del Caguán, para el período 2004-2007, así lo certificó el Registrador Municipal del Estado Civil
.

- Que el señor Jorge Enrique Córdoba Peralta murió el 26 de marzo de 2005 a las 10:30 de la mañana
, cuando se “encontraba en su residencia (barrio el centro) vendiendo una bolsa de hielo, un sujeto se acercó y le propinó un disparo en la región frontal izquierda ocasionándole la muerte momentos después”, como se dejó consignado en el acta de necropsia.
- Que, según el acta de necropsia, al señor Córdoba Peralta se le encontró “un orificio de entrada en la región frontal izquierda de aproximadamente 0.7 cm de longitud”, del que se hace la siguiente descripción:

“1.- CRANEO: Se observa orificio de entrada a nivel frontal izquierdo.  Llevando una trayectoria cráneo-caudal anterior-posterior y de izquierda a derecha. Comprometiendo: cuero cabelludo, tabla ósea, meninges, masa encefálica (cerebro, bulbo y tallo).  Se encuentra proyectil impactado en occipital derecho con fractura del mismo, el cual produce hematoma en cuero cabelludo. 

2.- CEREBRO Y MENINGES: Destrucción de masa encefálica (cerebelo, bulbo y tallo) y rotura de meninges con abundante sangrado epidural, subdural y meníngea…”.

- Que según lo informado por el Departamento Administrativo de Seguridad D.A.S. mediante oficio de 27 de febrero de 2007, en sus archivos no reposan amenazas directas al concejal Jorge Enrique Córdoba Peralta, aunque sí aparecen 5 panfletos que la Columna Teófilo Forero de las FARC envió al Alcalde, Concejales y demás funcionarios del ente territorial, que contienen las siguientes amenazas:
“…el primero el 22 de junio de 2004 donde amenazan al Alcalde, concejales y funcionarios públicos en el municipio de San Vicente del Caguán, el segundo el 03 de junio de 2004 hallado en el escritorio de la concejal de Florencia MARTHA CECILIA CORTES DE ORTEGA donde declaran objetivo militar a concejales y diputados; el tercero emitido por el mencionado grupo terrorista el 27 de marzo de 2005 en el cual amenazan a Alcalde, concejales y demás funcionarios públicos, el cuarto fechado el 29 de julio de 2005, donde amenazan a concejales junto con sus familiares y el quinto que circuló del 15 de agosto de 2005 dirigido al Alcalde y representantes del Estado en el municipio de San Vicente del Caguán”
 (se destaca).
.- Que según certificación expedida por el Fiscal Diecisiete Delegado ante los Jueces Promiscuos Municipales de San Vicente del Caguán
, los concejales del municipio tuvieron que abandonar la ciudad debido a las múltiples amenazas que pesaban sobre ellos y sus familias. Así lo hace constar:

“Que los concejales que se denotan a continuación, personas electas para el periodo constitucional 2004-2007, del Municipio de San Vicente del Caguan (Caquetá), son servidores públicos, que han tenido que abandonar la municipalidad, dado los motivos de orden públicos y amenazas contra su vida y la de su familia.  Por parte de un grupo al margen de la ley, que tiene su accionar Bélico en la Municipalidad y Zonas Aledañas, conllevando esta situación, ha que dichas personas, deban abandonar la comarca, en aras de poder conservar su integridad personal y la de su núcleo familiar, fijando su lugar de residencia en el municipio de Neiva (Huila), es de agregar, que el día de hoy, este despacho profiere auto de Indagación Preliminar No. 01736, por el presunto delito de Amenazas con fines terroristas, contra desconocidos dado un manuscrito que se allegó a esta unidad, de fecha Febrero 20 de 2005, donde en principio se hacen unas advertencias de amenazas contra el señor alcalde de la municipalidad …, la señora …, coordinadora de la Ludoteca Municipal y los señores Concejales, documentos que se someterán a los experticios técnicos del caso, para conocer autenticidad.
NOMBRES Y APELLIDOS


CEDULA DE CIUDADANIA

(…).

JORGE ENRIQUE CORDOBA PERALTA
17.671.134

(…)”.

.- Que el Presidente del Concejo Municipal de San Vicente del Caguán puso en conocimiento de la Personera de ese Municipio
, la amenaza que la Columna Móvil Teófilo Forero de las FARC le hizo a los “Alcaldes y Concejales de los municipios” del área en donde operaba dicha Columna.

.- Que, debido a la situación que para la época (3 de junio de 2004) se presentaba en el Departamento del Caquetá, se realizó un concejo de seguridad extraordinario
 con el fin de analizar la situación de orden público que se venía presentando con los concejales del Departamento entre ellos los de San Vicente del Caguán.
En el acta que se levantó se dejó consignado en el capítulo denominado “Compromisos” que resultaba necesario “hacer una nota para enviarla al Ministerio de interior donde se informa la situación de orden público que se ha presentado con los concejales en el Departamento”.
.- Que mediante oficio No. 08841 de 15 de octubre de 2004
, el Comandante del Departamento de Policía del Caquetá puso en conocimiento del Secretario de Gobierno Departamental del Caquetá las “acciones adelantadas por la Policía Nacional en pro de la seguridad de los señores Alcaldes, Personeros, Concejales y Diputados en el departamento del Caquetá”.

Específicamente en relación con la situación de los concejales de San Vicente del Caguán, dijo:

“…en el municipio de San Vicente del Caguán en coordinación realizada con el Ejército se asignó un servicio de escolta para cada uno de los señores Concejales, nombrando seis (6) unidades Policiales para igual número de Concejales, y cinco (5) unidades del Ejército para los cinco (5) restantes.  Es de anotar que los concejales EDUARDO MANJARES, EDUARDO CEDEÑO, JAIRO QUIÑONEZ y RUBIELA AROS, no aceptaron el servicio de escolta personalizado.

(…).

Es de anotar que como medida preventiva, a todos los Funcionarios Públicos del Departamento, le fueron suministrados los números telefónicos de esta unidad al igual que los teléfonos personales de Comando, Subcomando, Jefe Seccional de Policía Judicial e Investigación y Jefe Seccional de Inteligencia, a fin de ofrecer una mayor confianza y oportunidad de dialogo con la institución.
(…).

Así mismo, en los diferentes municipios se conformaron patrullas motorizadas para realizar revista constantes a las residencias, lugares de trabajo o sitios donde se desplacen los funcionarios públicos de cada localidad.
(…).

La Policía Nacional, ha realizado las coordinaciones pertinentes ante los gobiernos Municipales, Departamentales y Nacionales para la asignación de elementos de protección para los funcionarios públicos del Departamento, así:
.- Ante el Ministerio del Interior para la dotación de chalecos antibalas y teléfonos celulares para los señores Diputados y Concejales del departamento.
.- Se coordinó con la Gobernación y Alcaldías de los municipios la dotación de 27 motocicletas para la seguridad del área urbana de los municipios de Florencia, San Vicente, Puerto Rico y el Doncello, contribuyendo así a la seguridad de los Funcionarios de estos municipios.
.- Se asignó a los señores Concejales de San Vicente del Caguán un radio de comunicaciones para que se comuniquen con la Policía Nacional sistema punto a punto.
.- De igual forma en el municipio de la Montañita se coordinó con la Alcaldía municipal la consecución de radios para los concejales de este municipio”.

.- Que, conforme a la certificación expedida por el Comandante del Departamento de Policía del Caquetá, durante el período comprendido entre el año 2004 y primer semestre de 2005
, “en el Municipio de San Vicente del Caguán, delinquía la III y IV Compañía de la Columna Móvil ´Teófilo Forero Castro´ de las FARC, la cual estaba integrada por aproximadamente cien (100) bandidos”.

Que para conjurar esa situación la Policía Nacional de Colombia “ha desplegado labores preventivas, enmarcadas en la vigilancia permanente, control de los puntos críticos, registro de personas, establecimientos públicos y solicitud de antecedentes” y que, además, “en forma paralela se desarrollan operaciones articuladas con las demás Agencias de seguridad del Estado, mediante un constante intercambio de información, tareas encaminadas a generar un estado de seguridad para todo el Constituyente Primario”.

Que se le estaba brindando seguridad personalizada, entre otros, al Concejal Jorge Enrique Córdoba.

Finalmente dejó claro que en ese Comando “no se cuenta con documentos escritos emitidos por el señor Jorge Enrique, mediante los cuales solicitara protección personal o informara sobre amenazas en su contra”.
.- Que el Ministerio del Interior y de Justicia
 adoptó medidas tendientes a la protección a los Concejales durante el período 2004-2005 y que en desarrollo de esas medidas se le prestó al señor Jorge Enrique Córdoba, por dos veces, apoyo de reubicación, un celular y un chaleco antibalas.

.- Que debido a la situación de inseguridad que aquejaba a los concejales del municipio de San Vicente del Caguán
, la Personera de ese ente territorial le solicitó al Comandante de la Estación de Policía del lugar el incremento de las medidas de seguridad que garantizaran la protección de su vida, así como la de los demás funcionarios públicos que laboraban, para esa época, en ese Municipio.

.- Que debido a la situación de inseguridad, el asesinato del concejal Reinaldo Carrillo y las amenazas que pesaban contra la vida de los demás concejales de San Vicente del Caguán, éstos se trasladaron a la ciudad de Neiva, donde procedieron a sesionar en las instalaciones de la ESAP
, como lo certificó la Personera Municipal.
De acuerdo con el acervo probatorio que obra en el proceso se tiene que Jorge Enrique Córdoba Peralta falleció el 26 de marzo de 2005 como consecuencia de un disparo en la cabeza, con lo que se tiene acreditado el daño antijurídico como primer elemento estructural de la responsabilidad, en esa perspectiva, el problema jurídico que aborda la Sala se contrae en determinar si en el caso concreto el daño es imputable a la demandada. 

Asimismo, está demostrado que Córdoba Peralta fue asesinado en el municipio de San Vicente del Caguán cuando se encontraba en su casa de habitación y que el homicidio fue perpetrado por un hombre que llegó hasta su vivienda, portando un arma de fuego con la cual lo ultimó.
También se encuentra suficientemente acreditado que aunque no obra en los archivos de la Policía Nacional solicitud de protección presentada por el mismo señor Córdoba Peralta, la verdad es que dicha institución conocía muy bien la situación de peligro en que vivía la víctima, pues era de público conocimiento que en esa región desplegaba su accionar la columna Teófilo Forero de la FARC, la cual amenazó de muerte a todos los dirigentes del municipio, entre ellos, a los concejales.

En efecto, en varias ocasiones fueron puestos a rotar panfletos en que amenazaban la vida no solo de los dirigentes municipales, sino también de sus familiares, debido a lo cual los concejales de San Vicente del Caguán se vieron compelidos a abandonar la ciudad para continuar sus sesiones en Neiva, tal como consta en certificación expedida por el Fiscal Diecisiete Delegado ante los Jueces Promiscuos Municipales de San Vicente del Caguán, documento que deja claro que la amenaza de muerte también iba dirigida al concejal Córdoba Peralta.

La situación de amenaza que se cernía sobre el concejal Córdoba Peralta era suficientemente conocida por el Departamento de Policía del Caquetá, entidad que implementó varias medidas de seguridad, entre ellas asignar un servicio de escolta para cada uno de los concejales e implementar “revistas constantes a las residencias, lugares de trabajo o sitios donde se desplacen”, medidas éstas que fueron ofrecidas con el fin de que los concejales volvieran a su municipio para seguir sesionando desde allí. A pesar de lo anterior, el Comandante de Policía del Departamento del Caquetá hizo constar que nunca había recibido solicitud del señor Jorge Enrique Córdoba Peralta para que le brindaran protección personal por encontrarse amenazada su vida.

En este punto, pese a lo que se deja indicado resulta probado, vale destacar que, según los planteamientos jurisprudenciales trazados sobre la materia, no viene a ser necesario para imputar la responsabilidad al Estado que los demandantes prueben que la víctima de los hechos violentos hubiese elevado petición de protección especial, sino que resulta suficiente acreditar que las autoridades públicas correspondientes conocían de la situación de peligro en que se encontraba la persona, supuesto que por sí solo reviste la suficiente entidad para dar por acreditado el incumplimiento de un deber constitucional y legal a cargo de aquellas autoridades.
Así lo ha establecido la jurisprudencia de esta Corporación, tanto por parte de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, como la Sección Tercera, cuando sobre el particular han precisado:
“De una atenta lectura del recurso se infiere que, a juicio de la parte recurrente, la contrariedad con las sentencias invocadas se presentaría porque al paso que en las providencias de Sala Plena se establece que en ciertas circunstancias es innecesario solicitar a la autoridad que intervenga para proteger la vida, honra y bienes de los asociados, en la sentencia suplicada se dijo que para que se de la falla del servicio y se configure la responsabilidad consiguiente es preciso que la autoridad haya sido requerida para actuar, y que no puede haber lugar a responsabilidad administrativa cuando la causa del daño radica en actuaciones clandestinas de los particulares.

En realidad no se da en este caso la pretendida contradicción.

Lo que la Sala Plena ha sostenido de manera constante en esta materia de falla del servicio y consecuente responsabilidad administrativa es que en circunstancias de especial conmoción, de quebrantamiento del orden público, de perturbación de la normalidad ciudadana, de zozobra y peligro colectivos, en suma, de anormalidad en términos de convivencia social, no es indispensable que la autoridad sea requerida para que accione, prevenga el daño que pueda presentarse y sea capaz de precaver el hecho que pueda lesionar la vida, honra y bienes de los ciudadanos.”
 (subrayado del texto original - negrillas adicionales). 


“…

“Con base en los hechos demostrados fuerza es concluir que los organismos encargados de prestar el servicio de seguridad a cargo del estado, incurrieron en omisión en el cumplimiento de sus funciones, por no haber tomado las medidas necesarias de protección del Dr. Low, a su regreso al país. No es necesario para que en este caso se estructure la falla en el servicio por omisión, que hubiera mediado una petición especial de protección, dado que esos mismos organismos fueron los que encontraron, estudiaron y analizaron las pruebas que contenían las amenazas; se refiere la Sala a los cassettes encontrados en Medellín donde había una conversación entre el narcotraficante Pablo Escobar Gaviria y su abogado Guido Parra, en relación con la orden de dar muerte al Dr. Low.

“Para el cabal cumplimiento de sus funciones a los organismos de seguridad les correspondía realizar una labor de inteligencia con miras a determinar la protección que ameritaba el Dr. Low, dado que conocían a ciencia cierta que era objeto de serias amenazas. 

“No es explicación suficiente para que se constituya en eximente de responsabilidad aquella según la cual para enero de 1991 cuando el doctor Enrique Low regresó al país, habían cambiado las circunstancias existentes cuando éste ocupó el cargo de ministro de justicia. No se demostró que en efecto se hubiera presentado un cambio que permitiera entender con buen fundamento que las amenazas en contra del Dr. Low, habían perdido vigencia. Tal conclusión solo podía tomarse previo un estudio a fondo y analítico de la situación, por parte de un comité de inteligencia de los organismos de seguridad. Esa precaución no fue tomada, simplemente se hizo caso omiso de su regreso al país, y tal omisión culminó con su muerte a manos de sicarios”
.

De acuerdo con lo expuesto hasta el momento, del contenido del acervo probatorio obrante en el proceso se puede inferir claramente que aunque el señor Córdoba Peralta no hubiera solicitado en forma directa protección para su vida, la situación de peligro en la que se encontraba era suficientemente conocida por la Policía Nacional para imponerle la obligación de brindársela, tanto así que implementó algunos medidas de seguridad que lo cobijaban, por la sola circunstancia de ser concejal de San Vicente del Caguán, medidas que a la postre no fueron eficientes, pues, tal como se dejó consignado, a pesar de que contaba con un servicio de escolta y revistas periódicas a su lugar de residencia, pudo un solo hombre acceder a su vivienda y causarle la muerte.
En ese contexto, es claro que la administración pública fallo en su deber de protección y cuidado, deber que se generó una vez conoció la situación de peligro en que se encontraba el concejal Córdoba Peralta, como resultado de las múltiples intimidaciones que se presentaban en su contra, que constaban en  los varios panfletos que circulaban en la región.
Realizar rondas de vigilancia en la dirección donde se localizaba el domicilio del concejal y asignarle un escolta, que al parecer para el momento de los hechos no se encontraba con la víctima, no puede entenderse, desde el punto de vista lógico o formal, como el cumplimiento cabal e íntegro de la obligación de protección, en tanto que la misma supone una conducta dinámica de la autoridad, concretamente de la fuerza pública, en relación con la verificación de la existencia de las amenazas, su periodicidad, su seriedad, para así establecer el esquema de seguridad que se ameritaba y, en todo caso desplegar una conducta íntegra en todo el sentido y significado tendiente a salvaguardar los derechos amenazados, en este caso la vida.
La relatividad de la falla, en estos eventos, se relaciona con la imposibilidad de exigir de manera absoluta a la organización estatal, prevenir cualquier tipo de daño o resultado antijurídico, como quiera que el Estado no se encuentra en capacidad de brindar una protección personalizada a cada individuo que integra el conglomerado social. No obstante lo anterior, el deber de protección de la vida, honra y bienes que se radica en cabeza del Estado, se torna más exigente en tratándose de personas frente a las cuales es posible o probable que se concrete o materialice un riesgo de naturaleza prohibida. En estos términos el Estado, como estructura en cabeza de la cual se radica el poder político y público y, por consiguiente, el monopolio de la fuerza armada, no sólo está obligado a precaver el delito sino también a responder patrimonialmente por los daños antijurídicos que, pudiéndose evitar, se concreten por omisión en el cumplimiento del deber legal contenido los artículos 2 y 218 de la Carta Política.
Resulta claro por lo tanto que no se está frente a una obligación de medio, como lo alega la entidad demandada y como quiera que el deber del Estado se traducía en su poder, y en la necesidad de proteger los derechos del ciudadano, en este caso, la vida, aún sin que hubiera mediado solicitud por parte del señor Jorge Enrique Córdoba Peralta, toda vez que de habérsele prestado, o al menos de haberse desplegado las medidas tendientes a una efectiva y cabal protección del derecho a la vida, se hubiera cumplido el fin plausible del ordenamiento. Esa es la razón que justifica la existencia de las autoridades, el proteger los bienes jurídicos de los asociados en los términos que los consagra el ordenamiento jurídico en su integridad.

Se sigue de lo que viene de verse, que no prospera el hecho de tercero como causal eximente de responsabilidad formulado por la entidad demandada y que tuvo como fundamento que un miembro de la guerrilla fue quien produjo la muerte del señor Jorge Enrique Córdoba Peralta, como quiera que fue la omisión de los deberes de protección y cuidado en cabeza de la entidad demandada, lo que determinó que éste resultara muerto, máxime, si existe prueba que era de conocimiento público que el funcionario se encontraba amenazado de muerte y que la entidad demandada había implementado algunas medidas de seguridad tendientes a salvaguardar su vida, las que fueron insuficientes.

Así las cosas, al no cumplir la parte demandada con la carga de probar la existencia de la causal de exoneración de responsabilidad alegadas en el recurso y establecerse la existencia de una falla del servicio por la entidad demandada, lo procedente es confirma la sentencia impugnada.

5. Actualización de condena

Teniendo en cuenta que la condena impuesta no fue motivo de apelación, en esta instancia se procederá a su actualización, aplicando la siguiente fórmula:

Ra= R (I.P.C. FINAL (marzo de 2016)


  (I.P.C. INICIAL. Abril de 2008. Fecha de la sentencia)

Ra= $R 130,63


   96,72

Lucro cesante a favor de Aura María Delgado Charry

Lucro cesante causado + Lucro cesante futuro= R

22´163.434 + 96´804.858 = 118´968.292

Ra= $118´968.292 130,63


   

96,72

Ra= $160´678.536,oo

Lucro cesante a favor de Alex Enrique Córdoba Delgado

Lucro cesante causado + Lucro cesante futuro= R

11´081.717 + 4´461.935 = 15´543.652

Ra= $15´543.652 130,63


   
         96,72

Ra= $20´993.251,oo

Lucro cesante a favor de Linda Lizeht Córdoba Delgado 

Lucro cesante causado + Lucro cesante futuro= R

11´081.717  + 16´710.197 = 27´791.914

Ra= $27´791.914 130,63


   
         96,72

Ra= $37´535.750,oo

6. Costas

Finalmente, toda vez que para el momento en que se profiere este fallo, el artículo 171 del Código Contencioso Administrativo contenido en el Decreto Ley 01 de 1984, como fuera modificado por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 indica que sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes haya actuado temerariamente y, debido a que ninguna procedió de esa forma en el sub lite, no habrá lugar a imponerlas.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA:

MODIFICAR la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Caquetá el 24 de abril de 2008, la cual quedará así:

PRIMERO: DECLARAR NO PROBADAS las excepciones propuestas por la Nación (Ministerio del Interior y de Justicia, Ministerio de Defensa – Ejército Nacional – Policía Nacional y DAS).

SEGUNDO: DECLARAR PROBADA la excepción de falta de legitimación en causa pasiva propuesta por el Departamento del Caquetá y en forma oficiosa, la falta de legitimación en casa pasiva del Municipio de San Vicente del Caguán.

TERCERO: DECLARAR la responsabilidad administrativa de la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL, en la muerte del señor JORGE ENRIQUE CORDOBA PERALTA, ocurrida el 26 de marzo de 2005, en las circunstancias de tiempo, modo y lugar indicadas en la parte considerativa de esta providencia.
CUARTO: CONDENAR a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL, a cancelar los perjuicios morales ocasionados a los actores, en las siguientes cantidades:

a). El equivalente en pesos de 100 salarios mínimos legales mensuales a favor de cada una de las siguientes personas: AURA MARIA DELGADO CHARRY (cónyuge sobreviviente), ALEX ENRIQUE, LINDA LIZEHT y MARIO ALBERTO CORDOBA DELGADO (hijos), MARIA DE JESUS PERALTA y JORGE CORDOBA VARGAS (padres).

b). El equivalente en pesos de 50 salarios mínimos legales mensuales a favor de cada uno de los hermanos del señor Jorge Enrique Córdoba Peralta: ZUNILDA, MARTHA LUCIA y SANDRA BIBIANA CORDOBA PERALTA y EMIR CORDOBA DE VALLEJO. 

QUINTO: CONDENAR a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL, a cancelar por concepto de perjuicios materiales – lucro cesante, las siguientes sumas de dinero:

a). Para la señora AURA MARIA DELGADO CHARRY, cónyuge sobreviviente, la suma de ciento sesenta millones seiscientos setenta y ocho mil quinientos treinta y seis pesos M/cte ($160´678.536).

b). A favor de ALEX ENRIQUE CORDOBA DELGADO, la suma de veinte millones novecientos noventa y tres mil doscientos cincuenta y un pesos M/cte ($20´993.251).

c). A favor de LINDA LIZEHT CORDOBA DELGADO, la suma de treinta y siete millones quinientos treinta y cinco mil setecientos cincuenta pesos M/cte ($37´535.750).

SEXTO: Negar las demás pretensiones de la demanda.
SEPTIMO: Dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 176 y 177 del Decreto 01 de 1984
 –Código Contencioso Administrativo-, para lo cual se expedirá copia de la sentencia de segunda instancia, conforme al artículo 114 del Código de Procedimiento Civil.

OCTAVO: Ejecutoriada esta providencia, devolver el expediente al Tribunal de origen para su cumplimiento.

NOVENO: Sin condena en costas.

COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE.

MARTA NUBIA VELASQUEZ RICO

HERNAN ANDRADE RINCON
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